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PROCESO ORDINARIO LABORAL DE LUÍS ALFONSO LARA SÁNCHEZ 
CONTRA COLPENSIONES  (RAD 06-2018-00678-01) 

 
M.P. EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

 

Con el respeto que siempre he profesado por las decisiones que adopta la mayoría 
de la Sala, me permito aclarar el voto dentro del asunto de la referencia, precisando 
que aunque existe acuerdo respecto de la absolución de Colpensiones frente a todas 
y cada una de las pretensiones de la demanda, lo cierto es que, las razones de mi 
decisión difieren de la motivación presentada por el Magistrado Ponente. 
 
Respecto de la vigencia de los incrementos por personas a cargo, consagrados en 
el art. 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, acojo 
los fundamentos sentados por la sala plena de nuestra máxima corporación de 
justicia Constitucional en la sentencia SU-140 de 2019, quien luego de un análisis 
exhaustivo de la situación y de detectar que sus distintas salas de revisión habían 
desarrollado líneas jurisprudenciales opuestas en relación con los efectos de la 
aludida norma, unifica su criterio, ultimando que fueron orgánicamente 
derogados a partir de la expedición de la ley 100 de 1993 y en consecuencia, solo 
conservan efectos ultractivos para quienes tenían un derecho adquirido al momento 
de la expedición de la ley de seguridad social integral. 
 
A la anterior conclusión arriba, luego de establecer que fue a través de la Ley 100 
de 1993, que el Estado intentó enfrentar el arcaico sistema de seguridad social que 
se manifestaba como financieramente inviable, con baja cobertura e inclemente 
inequidad, para cuya  solución fue necesario la  reestructuración del sistema con 
miras a lograr una mejor eficiencia del servicio, con inclusión de los sectores más 
vulnerables, adecuándose a las nuevas condiciones demográficas y de esperanza de 
vida, equilibrando la relación entre las contribuciones y beneficios, mejorando los 
rendimientos de los aportes para garantizar la sostenibilidad futura del sistema. 
 
Con similares objetivos, fue expedida la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 
01 de 2005, que propenden por la finalización de regímenes especiales diferentes 
al del régimen general, obligatoriedad y uniformidad de los requisitos para acceder 
a la pensión de vejez, tope máximo del valor de las pensiones, cobertura universal 
y pago efectivo de las prestaciones; de ahí la importancia de haber previsto cambios 
que permitieran no solo la equidad sino también la sostenibilidad financiera del 
sistema. 
 
De esta manera concluye la alta corporación, que si bien la Ley 100 de 1993, no 
dispuso una derogatoria expresa de dicha dadiva legal, lo cierto es que al 
haberse efectuado una regulación integral en materia de seguridad social, 
reglamentando de modo exhaustivo sus diferentes componentes en el ámbito 
nacional, en torno a la articulación de políticas, instituciones, regímenes, 
procedimientos, prestaciones, unificación de normatividad y planeación de la 
seguridad social, como se deprende del contenido de sus artículos 2º, 5º, y 6º, se 
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configura una derogatoria tácita, que la jurisprudencia ha convenido en 
denominarla como derogatoria orgánica, cuya consecuencia jurídica no es otra 
que, dejar sin vigencia las regulaciones anteriores dentro de los cuales cohabitaban 
los referidos incrementos, sin perjuicio de lo dispuesto en  el nuevo sistema respecto 
de los derechos adquiridos y los regímenes de transición normativa. 
 
Frente al tema de los derechos adquiridos, deben atenderse los artículos 11, 36 
y 289 de ley 100 de 1993, que en acatamiento del art. 58 de nuestra Carta Política, 
establecen su salvaguarda, por ende, quienes se hayan pensionado con anterioridad 
a la expedición de la Ley 100 de 1993 o hayan cumplido para dicho momento los 
presupuestos de la normativa anterior, conservan el derecho al incremento 
pensional, siempre que mantengan las condiciones previstas en el art. 21 del Decreto 
758 de 1990. 
 
Y respecto del régimen de transición, mecanismo dirigido a proteger las 
expectativas legítimas de quienes estaban próximos a pensionarse, el art. 36 de 
la Ley 100 de 1993,  limitó la aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes 
anteriores, solamente  a tres aspectos: edad, tiempo y monto. Las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de 
vejez deben regirse por las disposiciones contenidas en la ley 100, por así disponerlo 
la norma en mención. 
 
Ahora, no puede pretenderse que se incluya el incremento deprecado en el monto 
de la pensión a que alude el régimen de transición, pues acudiendo a su descripción 
normativa resulta clara su naturaleza accesoria a la pensión de vejez, como se extrae 
del contenido del art. 22 del Decreto 758 de 1990, que señala que no forman parte 
integrante de la pensión de invalidez o vejez que reconoce el ISS.  Hecho éste que 
reafirma aún más la existencia de una derogatoria orgánica del sistema 
pensional anterior, ya que  de no haber existido, el legislador no hubiera tenido que 
establecer un  régimen de transición como mecanismo para salvaguardar las 
aspiraciones de quienes estaban cerca a acceder a un derecho en virtud del régimen 
que se pretendía reemplazar.  
 
Tampoco se puede considerar que los incrementos estudiados tengan la connotación 
de un derecho adquirido para aquellas personas beneficiarias del régimen de 
transición, en tanto, nunca nacieron a la vida jurídica, por no haberse cumplido los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez con antelación a la vigencia de la  Ley 
100 de 1993. Es claro que ellos cuentan con una naturaleza accesoria al derecho 
principal, que no es otro que la pensión de vejez.  
 
De igual manera, resulta imposible llegar a la conclusión de que se trata de los 
beneficios económicos de que trata el AL 01 de 2005, pues ellos están previstos 
como ayuda para personas de escasos recursos sin posibilidad de acceder a una 
pensión de vejez. 
 
Abundando en razones y en defecto de la derogatoria orgánica, encuentra la Corte 
que con la expedición del A.L. 01 de 2005, existe una derogatoria tácita en 
estricto sentido, al haberse expulsado del ordenamiento el art. 21 del Decreto 758 
de 1990, al ser evidentemente contrario a la norma constitucional, que restringe los 
beneficios pensionales únicamente a los previstos en la Ley 100 y demás normas 
posteriores, y al no acompasarse con la correspondencia que según su contenido 
debe existir entre aportes y el monto pensional, ya que el sistema de seguridad 
social integral no cuenta con cotizaciones que soporten el reconocimiento de los 
incrementos, afectado su sostenibilidad financiera.  
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Y finalmente, si los anteriores razonamientos no resultaren suficientes para entender 
que los incrementos han sido orgánicamente derogados, arguye sabiamente nuestra 
Corte que sería necesario inaplicarlos por inconstitucionales pues no se avienen 
al contenido del inciso 11 del art. 48 de la CP, por las mencionadas razones. 
 
Conforme a lo anteriormente expuesto, es evidente que los incrementos previstos 
en el art. 21 del Decreto 758 de 1990 desaparecieron del mundo jurídico desde  que 
entró a regir la Ley 100 de 1993, los cuales solo conservan efectos ultractivos para 
quienes a dicha data cuenten con un derecho adquirido. En respaldo de este 
razonamiento, no resulta viable la aplicación del principio de favorabilidad, que 
depende de  la existencia de dos o más normas jurídicas vigentes, ni menos aún del 
principio de indubio pro operario, pues no tiene sentido examinar el propósito 
de una norma que se itera, perdió su vigencia en el ordenamiento jurídico.  
 
Adicionalmente debe destacarse que el pronunciamiento efectuado por nuestra 
Corte Constitucional resulta vinculante al producir efectos jurídicos desde el día 
siguiente a la fecha en la cual se tomó la decisión, en consecuencia, tiene efectos 
inmediatos, debiendo aplicarse independientemente de la fecha de radicación del 
proceso de conformidad con lo estatuido en art. 56 de la Ley 270 de 1996 y como 
se expuso entro otras, en la sentencia C-973 de 2004 y en tanto, es dicha autoridad 
la llamada a unificar la jurisprudencia nacional, respeto que materializa los principios 
de igualdad, supremacía de la  Constitución,  debido proceso, confianza legítima, 
cosa juzgada y seguridad jurídica, especialmente en tratándose de decisiones 
unificatorias emitidas por el pleno de esa corporación, que tienen un valor 
preponderante aún ante la existencia de otros órganos que tienen la función de 
unificar jurisprudencia, como se expuso en proveídos C-621 de 2015 y  T-109 de 
2019.  
 
En los anteriores términos dejo plasmado mi aclaración de voto. 
 
 
 
 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 
Magistrada 
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PROCESO ORDINARIO LABORAL DE INOCENCIO ARGEMIRO SARMIENTO 
GARZÓN CONTRA COLPENSIONES  (RAD 07-2019-00168-01) 

 
M.P. EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

 

Con el respeto que siempre he profesado por las decisiones que adopta la mayoría 
de la Sala, me permito aclarar el voto dentro del asunto de la referencia, precisando 
que aunque existe acuerdo respecto de la absolución de Colpensiones frente a todas 
y cada una de las pretensiones de la demanda, lo cierto es que, las razones de mi 
decisión difieren de la motivación presentada por el Magistrado Ponente. 
 
Respecto de la vigencia de los incrementos por personas a cargo, consagrados en 
el art. 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, acojo 
los fundamentos sentados por la sala plena de nuestra máxima corporación de 
justicia Constitucional en la sentencia SU-140 de 2019, quien luego de un análisis 
exhaustivo de la situación y de detectar que sus distintas salas de revisión habían 
desarrollado líneas jurisprudenciales opuestas en relación con los efectos de la 
aludida norma, unifica su criterio, ultimando que fueron orgánicamente 
derogados a partir de la expedición de la ley 100 de 1993 y en consecuencia, solo 
conservan efectos ultractivos para quienes tenían un derecho adquirido al momento 
de la expedición de la ley de seguridad social integral. 
 
A la anterior conclusión arriba, luego de establecer que fue a través de la Ley 100 
de 1993, que el Estado intentó enfrentar el arcaico sistema de seguridad social que 
se manifestaba como financieramente inviable, con baja cobertura e inclemente 
inequidad, para cuya  solución fue necesario la  reestructuración del sistema con 
miras a lograr una mejor eficiencia del servicio, con inclusión de los sectores más 
vulnerables, adecuándose a las nuevas condiciones demográficas y de esperanza de 
vida, equilibrando la relación entre las contribuciones y beneficios, mejorando los 
rendimientos de los aportes para garantizar la sostenibilidad futura del sistema. 
 
Con similares objetivos, fue expedida la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 
01 de 2005, que propenden por la finalización de regímenes especiales diferentes 
al del régimen general, obligatoriedad y uniformidad de los requisitos para acceder 
a la pensión de vejez, tope máximo del valor de las pensiones, cobertura universal 
y pago efectivo de las prestaciones; de ahí la importancia de haber previsto cambios 
que permitieran no solo la equidad sino también la sostenibilidad financiera del 
sistema. 
 
De esta manera concluye la alta corporación, que si bien la Ley 100 de 1993, no 
dispuso una derogatoria expresa de dicha dadiva legal, lo cierto es que al 
haberse efectuado una regulación integral en materia de seguridad social, 
reglamentando de modo exhaustivo sus diferentes componentes en el ámbito 
nacional, en torno a la articulación de políticas, instituciones, regímenes, 
procedimientos, prestaciones, unificación de normatividad y planeación de la 
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seguridad social, como se deprende del contenido de sus artículos 2º, 5º, y 6º, se 
configura una derogatoria tácita, que la jurisprudencia ha convenido en 
denominarla como derogatoria orgánica, cuya consecuencia jurídica no es otra 
que, dejar sin vigencia las regulaciones anteriores dentro de los cuales cohabitaban 
los referidos incrementos, sin perjuicio de lo dispuesto en  el nuevo sistema respecto 
de los derechos adquiridos y los regímenes de transición normativa. 
 
Frente al tema de los derechos adquiridos, deben atenderse los artículos 11, 36 
y 289 de ley 100 de 1993, que en acatamiento del art. 58 de nuestra Carta Política, 
establecen su salvaguarda, por ende, quienes se hayan pensionado con anterioridad 
a la expedición de la Ley 100 de 1993 o hayan cumplido para dicho momento los 
presupuestos de la normativa anterior, conservan el derecho al incremento 
pensional, siempre que mantengan las condiciones previstas en el art. 21 del Decreto 
758 de 1990. 
 
Y respecto del régimen de transición, mecanismo dirigido a proteger las 
expectativas legítimas de quienes estaban próximos a pensionarse, el art. 36 de 
la Ley 100 de 1993,  limitó la aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes 
anteriores, solamente  a tres aspectos: edad, tiempo y monto. Las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de 
vejez deben regirse por las disposiciones contenidas en la ley 100, por así disponerlo 
la norma en mención. 
 
Ahora, no puede pretenderse que se incluya el incremento deprecado en el monto 
de la pensión a que alude el régimen de transición, pues acudiendo a su descripción 
normativa resulta clara su naturaleza accesoria a la pensión de vejez, como se extrae 
del contenido del art. 22 del Decreto 758 de 1990, que señala que no forman parte 
integrante de la pensión de invalidez o vejez que reconoce el ISS.  Hecho éste que 
reafirma aún más la existencia de una derogatoria orgánica del sistema 
pensional anterior, ya que  de no haber existido, el legislador no hubiera tenido que 
establecer un  régimen de transición como mecanismo para salvaguardar las 
aspiraciones de quienes estaban cerca a acceder a un derecho en virtud del régimen 
que se pretendía reemplazar.  
 
Tampoco se puede considerar que los incrementos estudiados tengan la connotación 
de un derecho adquirido para aquellas personas beneficiarias del régimen de 
transición, en tanto, nunca nacieron a la vida jurídica, por no haberse cumplido los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez con antelación a la vigencia de la  Ley 
100 de 1993. Es claro que ellos cuentan con una naturaleza accesoria al derecho 
principal, que no es otro que la pensión de vejez.  
 
De igual manera, resulta imposible llegar a la conclusión de que se trata de los 
beneficios económicos de que trata el AL 01 de 2005, pues ellos están previstos 
como ayuda para personas de escasos recursos sin posibilidad de acceder a una 
pensión de vejez. 
 
Abundando en razones y en defecto de la derogatoria orgánica, encuentra la Corte 
que con la expedición del A.L. 01 de 2005, existe una derogatoria tácita en 
estricto sentido, al haberse expulsado del ordenamiento el art. 21 del Decreto 758 
de 1990, al ser evidentemente contrario a la norma constitucional, que restringe los 
beneficios pensionales únicamente a los previstos en la Ley 100 y demás normas 
posteriores, y al no acompasarse con la correspondencia que según su contenido 
debe existir entre aportes y el monto pensional, ya que el sistema de seguridad 
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social integral no cuenta con cotizaciones que soporten el reconocimiento de los 
incrementos, afectado su sostenibilidad financiera.  
 
Y finalmente, si los anteriores razonamientos no resultaren suficientes para entender 
que los incrementos han sido orgánicamente derogados, arguye sabiamente nuestra 
Corte que sería necesario inaplicarlos por inconstitucionales pues no se avienen 
al contenido del inciso 11 del art. 48 de la CP, por las mencionadas razones. 
 
Conforme a lo anteriormente expuesto, es evidente que los incrementos previstos 
en el art. 21 del Decreto 758 de 1990 desaparecieron del mundo jurídico desde  que 
entró a regir la Ley 100 de 1993, los cuales solo conservan efectos ultractivos para 
quienes a dicha data cuenten con un derecho adquirido. En respaldo de este 
razonamiento, no resulta viable la aplicación del principio de favorabilidad, que 
depende de  la existencia de dos o más normas jurídicas vigentes, ni menos aún del 
principio de indubio pro operario, pues no tiene sentido examinar el propósito 
de una norma que se itera, perdió su vigencia en el ordenamiento jurídico.  
 
Adicionalmente debe destacarse que el pronunciamiento efectuado por nuestra 
Corte Constitucional resulta vinculante al producir efectos jurídicos desde el día 
siguiente a la fecha en la cual se tomó la decisión, en consecuencia, tiene efectos 
inmediatos, debiendo aplicarse independientemente de la fecha de radicación del 
proceso de conformidad con lo estatuido en art. 56 de la Ley 270 de 1996 y como 
se expuso entro otras, en la sentencia C-973 de 2004 y en tanto, es dicha autoridad 
la llamada a unificar la jurisprudencia nacional, respeto que materializa los principios 
de igualdad, supremacía de la  Constitución,  debido proceso, confianza legítima, 
cosa juzgada y seguridad jurídica, especialmente en tratándose de decisiones 
unificatorias emitidas por el pleno de esa corporación, que tienen un valor 
preponderante aún ante la existencia de otros órganos que tienen la función de 
unificar jurisprudencia, como se expuso en proveídos C-621 de 2015 y  T-109 de 
2019.  
 
En los anteriores términos dejo plasmado mi aclaración de voto. 
 
 
 
 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 
Magistrada 
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PROCESO ORDINARIO LABORAL DE MARÍA DEL ROSARIO 
HERNÁNDEZ HERRERA CONTRA COLPENSIONES Y OTRO (RAD. 10-
2018-00421-01) 

 
M.P. EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

 
Con el respeto que siempre he profesado por las decisiones que adopta la 
mayoría de la Sala, me permito aclarar el voto dentro del asunto de la 
referencia, precisando que si bien es cierto, en la demanda se solicitó la 
nulidad y/o ineficacia del traslado de régimen por falta de información al 
momento en que el demandante se trasladó al RAIS y que en la ponencia que 
acompañe se habla indistintamente de nulidad y/o ineficacia como si se 
tratara de la misma figura jurídica, no es menos cierto que, el estudio del 
cambio de régimen pensional fundado en la transgresión del deber de 
información debe abordarse desde su ineficacia y no desde la nulidad, 
conforme se extrae del contenido del literal b) del artículo 13 de la Ley 100 
de 1993 y 271 ibídem, por tanto, resulta equivocado exigirle al afiliado la 
acreditación de los vicios del consentimiento: error, fuerza o dolo, cuando el 
legislador consagró expresamente que el acto de afiliación se afecta cuando 
no ha sido consentido de manera informada, criterio que se acompasa con lo 
expuesto por nuestra Corte Suprema de Justicia de manera reiterada desde 
la sentencia bajo el radicado Nº 31.989 del 8 de septiembre del 2008 y 
postura que mantiene actualmente, entre otras, en la sentencia SL 5144 del 
20 de noviembre del 2019.  
 
 

En los anteriores términos dejo plasmada mi aclaración de voto. 
 
 
 
 
 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 
Magistrada 

 


